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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [T]eniendo en cuenta que el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual se eleva dicha solicitud, y que ésta sea de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración al derecho fundamental de petición del señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, toda vez que se evidencia que las respuestas que hasta ahora le han brindado carecen totalmente de motivación, y tampoco se consideró la posible calidad de víctima que pudiera el actor llegar a tener dentro de esas actuaciones, evento en el cual tendría derecho a la verdad, justicia y reparación, dado que precisamente el presunto afectado con los delitos reprochados era su hijo, quien para ese entonces era un menor de edad, por lo que imponerle la regla de reserva que caracteriza ese tipo de actuaciones, sin hacer un análisis de su caso concreto para la negativa, resulta desproporcionado. Acorde con lo anterior, considera esta Sala de Decisión que lo pertinente será conceder la solicitud de amparo invocada; de manera que se ordenará al COORDINADOR DE LA SECRETARÍA COMÚN DE LAS FISCALÍAS SECCIONALES DE PEREIRA que en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a analizar de fondo las solicitudes elevadas por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA tendientes a la obtención de las copias de los procesos penales reclamados, de manera que bajo una respuesta debidamente argumentada le indique si cumple o no con los parámetros para la entrega de los documentos que está solicitando, y si es así, proceda a su entrega inmediata, siempre y cuando se encuentre acreditada su calidad de víctima.
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ASUNTO:

Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA en contra de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que el 18 de febrero de 2016 elevó un derecho de petición a la FISCALÍA 19 SECCIONAL DE PEREIRA, entregando dicho documento en la SECRETARÍA COMÚN DE LA FISCALÍA, sin que hasta la fecha se le hubiera dado una respuesta precisa y exacta a lo que solicitó, pues la contestación que se le brindó le parece incongruente. 
El 24 de mayo de 2017 dirigió también una solicitud a las FISCALÍAS 41 y 42 LOCALES DE PEREIRA, entregándolas en el mismo lugar que la anterior, con las que pretendía la entrega de unas copias correspondientes a un proceso penal, pero tampoco recibió una respuesta de fondo conforme a lo pedido, pues al respecto le indicaron que los documentos pedidos tenían reserva legal, en tratándose de asuntos tramitados bajo la Ley 600 de 2000, y de acuerdo a lo contemplado en el artículo 330 de esa misma norma. 

En esas mismas calendas presentó petición dirigida a la SECRETARÍA COMÚN DE FISCALÍAS DE PEREIRA, con la cual solicitó que se le entregara un listado de todos y cada uno de los procesos donde estuviera su nombre y el de su hijo SEBASTIÁN QUINTERO MONSALVE en calidad de víctima, solicitud que fue negada de plano por el señor DIEGO MARIO ZULUAGA OSORIO bajo el argumento de que ya se le había dado una respuesta en idéntico sentido con anterioridad mediante oficio del 28 de julio de 2015. 
LO QUE SOLICITA:

Con base en lo anterior, solicita el accionante que se ampare su derecho fundamental de petición, y en ese sentido, se ordene a las accionadas proceder a darle una respuesta frente a sus diferentes derechos de petición.   
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 8 de noviembre de 2017, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra de la FISCALÍA 19 SECCIONAL DE PEREIRA, FISCALÍAS 41 Y 42 LOCAL DE PEREIRA, así como la SECRETARÍA COMÚN DE FISCALÍAS DE PEREIRA, a quienes se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS: 
FISCALÍA 42 LOCAL DE PEREIRA: Expuso que en ese Despacho no se ha recibido ninguna petición suscrita por el accionante, y enfatizó que de acuerdo a los anexos aportados por él, se entrevé que las solicitudes fueron recibidas por el COORDINADOR DE LA SECRETARÍA COMÚN DE LAS FISCALÍAS SECCIONALES DE PEREIRA, DIEGO MARIO ZULUAGA OSORIO, quien dio respuesta oportuna y además es el encargado del sistema de información de la Ley 600 de 2000. 
Además, aclaró que esa Fiscalía no tiene ninguna información respecto de asuntos que hayan sido tramitados bajo la Ley 600 de 2000, y el archivo inactivo con el que cuenta es a partir del 2005, por lo tanto estarían imposibilitados para dar solución a los planteamientos del actor. 
FISCALÍA 41 LOCAL DE PEREIRA: manifestó que el derecho de petición presentado por el señor QUINTERO LASERNA, que aparentemente se dirigió a ese Despacho nunca fue enrutado al mismo, además, en la actualidad esa Fiscalía sólo tiene a su cargo asuntos relacionados con delitos culposos bajo la Ley 906 de 2004. 
FISCALÍA 19 LOCAL DE DOSQUEBRADAS: argumentó que la anterior Fiscalía 19 Seccional de Pereira conoció de una investigación donde figura como denunciante el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, en contra de la señora PAULA ANDREA MONSALVE HENAO por el delito de secuestro simple donde ostentaba calidad de víctima su hijo SEBASTIÁN QUINTERO MONSALVE, proceso que fue archivado el 21 de septiembre del año 2000. 
Sin embargo, la mencionada Fiscalía fue trasladada para el municipio de Dosquebradas al entrar en vigencia la Ley 906 de 2004, entrando a conocer únicamente actuaciones relacionadas con la nueva disposición, sin que tenga entonces a su cargo la posibilidad de dar trámite a la solicitud incoada por el accionante. 
SECRETARÍA GENERAL DE FISCALÍAS – OFICINA DE SERVICIO Y ATENCIÓN AL CIUDADANO: expuso que efectivamente el señor QUINTERO LASERNA ha realizado varias solicitudes a esa oficina con el fin de obtener información sobre procesos relacionados con SEBASTIÁN QUINTERO MONSALVE y PAULA ANDREA MONSALVE HENAO, a las cuales se le ha dado respuesta en forma clara y oportuna, además, expuso que en lo referente con la investigación 47165, para el momento de la solicitud el archivo estaba siendo organizado, y para complementar lo pedido se solicitó a la oficina de gestión documental que procediera a la búsqueda del mismo, estándose actualmente a la espera de que el mismo sea ubicado y remitido a esa oficina para los fines consiguientes. 

Finalmente, puntualizó que la solicitud de amparo no es viable, por cuanto se han brindado las respuestas al actor en forma oportuna, pero respetando los principios de reserva sumarial que contempla la Ley 600 de 2000.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer, si por parte de alguno de los Despachos vinculados al presente asunto, se ha vulnerado el derecho fundamental de petición del señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA. 
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
Por su parte, la Ley 1437 de 2011 estableció en su artículo 14 los términos con que cuentan las entidades para resolver peticiones, así: “Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.”.
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…) 

“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder”. 

“k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

Del caso concreto:

En el asunto puesto en conocimiento de esta instancia judicial, se tiene que el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA ha presentado diversas solicitudes ante la Secretaría Común de las Fiscalías Seccionales de Pereira, al respecto debe decirse en primer lugar que, si bien algunas de ellas fueron dirigidas a los diferentes Despachos que fueron vinculados al presente asunto, lo cierto es que las mismas fueron atendidas por parte de la primer oficina aludida, toda vez que tenían relación con una serie de procesos penales adelantados bajo la vigencia de la Ley procedimental penal anterior, esto es, la Ley 600 de 2000, por lo que el manejo de su información se encuentra actualmente a cargo de esa Secretaría Común. 

Revisado el encuadernado, se observa que el interés principal del señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA es obtener la copia de dos expedientes relacionados con unas investigaciones adelantadas en contra de la señora PAULA ANDREA MONSALVE HENAO, donde él fungió como denunciante por hechos cometidos en contra de su hijo SEBASTIÁN QUINTERO MONSALVE, petición que ha sido negada bajo el argumento de que la Ley 600 de 2000, norma bajo la cual se adelantaron dichas investigaciones, contempla de forma expresa su prohibición atendiendo el parámetro de reserva legal que se manejaba para esos asuntos.

Sin embargo, las respuestas brindadas por parte del COORDINADOR DE LA SECRETARÍA COMÚN DE LAS FISCALÍAS SECCIONALES DE PEREIRA no resuelven de manera clara los argumentos esbozados por el actor en sus diferentes peticiones, especialmente porque lo único que se le indica es que de acuerdo a lo contemplado en el artículo 330 de la Ley 600 de 2000, existe una prohibición expresa para la entrega de esas copias, sin analizar de fondo su caso concreto, ni la calidad desde la cual solicita él los mencionados documentos, o cuál es el interés que tiene dentro del asunto, análisis que a criterio de la Colegiatura debió abordarse teniendo en cuenta que el inciso segundo de la aludida disposición, establece como excepción a esa prohibición las personas que son intervinientes dentro de la actuación, además es clara en indicar que la prohibición para la entrega de las copias es únicamente durante la etapa de instrucción: 

“Durante la instrucción, ningún funcionario puede expedir copias de las diligencias practicadas, salvo que las solicite autoridad competente para investigar y conocer de procesos judiciales, administrativos o disciplinarios, o para dar trámite al recurso de queja.

Quienes intervienen en el proceso tienen derecho a que se les expida copia de la actuación, para su uso exclusivo y el ejercicio de sus derechos.

El hecho de ser sujeto procesal impone la obligación de guardar la reserva sumarial, sin necesidad de diligencia especial.

La reserva de la instrucción no impedirá a los funcionarios competentes proporcionar a los medios de comunicación información sobre la existencia de un proceso penal, el delito por el cual se investiga a las personas legalmente vinculadas al proceso, la entidad a la cual pertenecen las personas, si fuere el caso, y su nombre, siempre y cuando se haya dictado medida de aseguramiento.”
En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual se eleva dicha solicitud, y que ésta sea de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración al derecho fundamental de petición del señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, toda vez que se evidencia que las respuestas que hasta ahora le han brindado carecen totalmente de motivación, y tampoco se consideró la posible calidad de víctima que pudiera el actor llegar a tener dentro de esas actuaciones, evento en el cual tendría derecho a la verdad, justicia y reparación, dado que precisamente el presunto afectado con los delitos reprochados era su hijo, quien para ese entonces era un menor de edad, por lo que imponerle la regla de reserva que caracteriza ese tipo de actuaciones, sin hacer un análisis de su caso concreto para la negativa, resulta desproporcionado. 
Acorde con lo anterior, considera esta Sala de Decisión que lo pertinente será conceder la solicitud de amparo invocada; de manera que se ordenará al COORDINADOR DE LA SECRETARÍA COMÚN DE LAS FISCALÍAS SECCIONALES DE PEREIRA que en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a analizar de fondo las solicitudes elevadas por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA tendientes a la obtención de las copias de los procesos penales reclamados, de manera que bajo una respuesta debidamente argumentada le indique si cumple o no con los parámetros para la entrega de los documentos que está solicitando, y si es así, proceda a su entrega inmediata, siempre y cuando se encuentre acreditada su calidad de víctima. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR al COORDINADOR DE LA SECRETARÍA COMÚN DE LAS FISCALÍAS SECCIONALES DE PEREIRA que en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a analizar de fondo las solicitudes elevadas por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA tendientes a la obtención de las copias de los procesos penales reclamados, de manera que bajo una respuesta debidamente argumentada le indique si cumple o no con los parámetros para la entrega de los documentos que está solicitando y si es así, proceda a su entrega inmediata, siempre y cuando se encuentre acreditada su calidad de víctima. 
CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-377 de 2000


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-249 de 2001.
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